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ACUERDO por el que se da a conocer el Código de Ética de las Personas Servidoras 

Públicas de la Administración Pública Municipal de Pénjamo, Guanajuato. 

 

Licenciada Ana Adela Pérez Cabrera, Contralor Municipal de Pénjamo, Guanajuato; 

en el ejercicio de la facultad que me confiere el artículo 124 fracción II de la Constitución 

Política para el Estado de Guanajuato; 16 de la Ley General de Responsabilidades 

Administrativas; 16 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de 

Guanajuato; 124 fracción III; 131, 139 fracción XV de la Ley Orgánica Municipal para el 

Estado de Guanajuato; 9 fracción XXX del Reglamento Interno de la Contraloría Municipal 

de Pénjamo, Guanajuato, HAGO SABER: 

 

Que, el Ayuntamiento Municipal de Pénjamo, Guanajuato; con las facultades que le 

otorgan los artículos 115 fracción II; 117 fracción I de la Constitución Política para el 

Estado de Guanajuato; 76 fracción I inciso b); 240 de la Ley Orgánica Municipal para el 

Estado de Guanajuato; en Sesión de Ayuntamiento número Vigésima Primera, 

extraordinaria de fecha 12 de julio de 2019, aprobó por unanimidad de votos el Código de 

Ética de las Personas Servidoras Públicas de la Administración Pública Municipal de 

Pénjamo, Guanajuato; de conformidad con la siguiente: 

 

EXPOSICION DE MOTIVOS 

 



Con la entrada en vigor del Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan 

diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 

materia de combate a la corrupción, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 27 de 

mayo de 2015, fue creado el Sistema Nacional Anticorrupción, como la instancia de 

coordinación entre las autoridades de todos los órdenes de gobierno competentes en la 

prevención, detección y sanción de responsabilidades administrativas y hechos de 

corrupción, así como en la fiscalización y control de recursos públicos. 

 

En ese tenor, mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 

de julio de 2016, se expidió la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción, que es 

disposición de orden público y observancia general en todo el territorio nacional, misma 

que tiene por objeto, entre otros, regular la organización y funcionamiento del Sistema 

Nacional Anticorrupción, su Comité Coordinador y su Secretaría Ejecutiva; así como, 

establecer las bases y políticas para la promoción, fomento y difusión de la cultura de 

integridad en el servicio público; establecer las acciones permanentes que aseguren la 

integridad y el comportamiento ético de las personas servidoras públicas, y crear las bases 

mínimas para que todo órgano del Estado mexicano establezca políticas eficaces de ética 

pública y responsabilidad en el servicio público.   

 

 Igualmente en fecha 18 de julio de 2016, fue publicado en el Diario Oficial de la 

Federación, el Decreto por el que se expide la Ley General de Responsabilidades 

Administrativas; la cual tiene como uno de sus objetivos,  el establecer los principios y 

obligaciones que rigen la actuación de los servidores públicos, instituyendo como un 

mecanismo de prevención en su artículo 16 que los servidores públicos deberán observar el 

Código de Ética que al efecto sea emitido por las Secretarías o los Órganos Internos de 

Control de los entes públicos, conforme a los lineamientos que emita el Sistema Nacional 

Anticorrupción. 

 

En armonía a lo anterior, el 20 de junio de 2017, se publicó en el Periódico Oficial 

de Gobierno del Estado de Guanajuato; el Decreto número 195, mediante el cual se expidió 

la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de Guanajuato;  disposición 

normativa que en su artículo  16 estatuye que los Servidores Públicos deberán observar el 

Código de Ética que al efecto sea emitido por la Secretaría o los Órganos Internos de 

Control, para que en su actuación impere una conducta digna que responda a las 

necesidades de la sociedad y que oriente su desempeño.  

 



 Es así que, en cumplimiento a lo dispuesto por el artículo  16 de la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas, el Comité Coordinador del Sistema Nacional 

Anticorrupción; el 12 de octubre de 2018, publicó en el Diario Oficial de la Federación, el 

<<Acuerdo por el que se dan a conocer los Lineamientos para la emisión del Código de 

Ética a que se refiere el artículo 16 de la Ley General de Responsabilidades 

Administrativas>>, documento que establece los elementos que deben considerar los entes 

públicos para la emisión del Código de Ética. 

 

Es por lo anterior, que resulta necesario emitir un Código de Ética, que establezca 

los elementos, bases y reglas que indica el anexo único del Acuerdo por el que, Comité 

Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción da a conocer los Lineamientos para la 

emisión del Código de Ética a que se refiere el artículo 16 de la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas, mismos que son de observancia obligatoria y 

aplicación general para los entes públicos de todos los órdenes de gobierno, de conformidad 

con el artículo 5 de la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción, a través de las 

Secretarías y los Órganos Internos de Control.   

 

Por lo antes expuesto y convencidos de que la continuidad de un gobierno municipal 

es reflejo y resultado de la confianza revalidada por la sociedad Penjamense, es lo que 

motiva a que sigamos enfocados a ser un municipio que cuente con personas servidoras 

públicas comprometidas a enfrentar y superar cualquier conducta contraria a los principios 

constitucionales y legales que rigen al servicio público, por lo que se emite el Código de 

Ética de las personas servidoras públicas de la Administración Pública Municipal de 

Pénjamo, Guanajuato. 

 

Por lo antes expuesto y con fundamento en las disposiciones legales y 

consideraciones previamente señaladas, se emite el siguiente: 

 

A C U E R D O 

 

Artículo Único. Se expide el Código de Ética de las Personas Servidoras Públicas de la 

Administración Pública Municipal de Pénjamo, Guanajuato; para quedar en los siguientes 

términos: 

 



 

CÓDIGO DE ÉTICA DE LAS PERSONAS SERVIDORAS PÚBLICAS DE LA 

ADMINISTRACIÓN PÚBLICA MUNICIPAL DE PÉNJAMO, GUANAJUATO. 

 

 CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

 

ARTÍCULO 1. El presente Código de Ética tiene por objeto, establecer un conjunto de 

principios y valores que orienten, en un marco de aspiración a la excelencia, el desempeño 

de las funciones y la toma de decisiones de las personas servidoras públicas, asumiéndolos 

como líderes en la construcción de la nueva ética pública. 

 

ARTÍCULO 2. El Código de Ética será aplicable a todas las personas que desempeñen 

un empleo, cargo o comisión, al interior de alguna dependencia o entidad de la 

Administración Pública Municipal de Pénjamo, Guanajuato. 

 

ARTÍCULO 3. Será obligación de las dependencias y entidades proporcionar el Código 

de Ética, a todo el personal de nuevo ingreso, a través de medios físicos o electrónicos y, de 

acuerdo con las políticas de austeridad, a fin de que éstos tomen conocimiento de su 

contenido y, posterior a su estudio, suscriban una carta compromiso de alinear, el 

desempeño de su empleo, cargo o comisión, a lo previsto en este documento. 

 

ARTÍCULO 4. Además de las definiciones previstas en la Ley de 

Responsabilidades Administrativas, para efectos del Código de Ética, se entenderá por: 

 

I. Código de Conducta: El instrumento deontológico emitido por la persona que 

ocupe la titularidad de la dependencia y entidad a propuesta de su Comité de 

Ética y de Prevención de Conflictos de Intereses o análogo, previa aprobación de 

su respectivo Órgano Interno de Control o Unidad de Responsabilidades, en el 

que se especifique de manera puntual y concreta la forma en que las 

personas servidoras públicas aplicarán los principios, valores y reglas de 

integridad contenidas en el Código de Ética. 

 

II.  Código de Ética: Instrumento deontológico, al que refiere el artículo 16 de la 

Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de Guanajuato, que 

establece los parámetros generales de valoración y actuación respecto al 

comportamiento al que aspira una persona servidora pública, en el ejercicio de su 

empleo, cargo o comisión, a fin de promover un gobierno transparente, íntegro y 

cercano a la ciudadanía; 

 



III. Comité: El Comité de Ética y de Prevención de Conflictos de Intereses, como 

órganos democráticamente integrados que tienen a su cargo el fomento de la 

ética e integridad en el servicio público y la prevención de Conflictos de 

Intereses a través de acciones de orientación, capacitación y difusión en 

las dependencias y entidades de la Administración Pública Municipal de 

Pénjamo, Guanajuato; 

 

IV. Dependencias: El despacho del Presidente Municipal, Secretaría del 

Ayuntamiento, Tesorería Municipal, Contraloría Municipal, Oficialía Mayor, 

Planeación y Desarrollo Municipal, Obras Públicas, Desarrollo Agropecuario, 

Desarrollo Urbano y Ecología, Servicios Básicos, Desarrollo Económico, 

Desarrollo Social y Humano, Seguridad Pública, Tránsito y Protección Civil, 

Fiscalización y los órganos administrativos creados por el Ayuntamiento. 

 

V. Directrices: Orientaciones para la práctica de cada uno de los principios, 

previstas en el artículo 7 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el 

Estado de Guanajuato;  

  

VI. Entidades: Los organismos públicos descentralizados, las empresas de 

participación municipal, fideicomisos públicos municipales, comisiones, 

patronatos y comités, creados por el Ayuntamiento bajo la naturaleza jurídica de 

un ente paramunicipal; 

 

VII. Ética pública: Disciplina basada en normas de conducta que se fundamentan en 

el deber público y que busca en toda decisión y acción, la prevalencia del 

bienestar de la sociedad en coordinación con los objetivos de los entes públicos y 

de la responsabilidad de la persona ante éstos; 

 

VIII. Impedimento legal: Restricción normativa que imposibilita a la persona 

servidora pública a conocer de un asunto u ocupar un cargo. 

 

IX. Juicio Ético: En un contexto de ambigüedad, será el ejercicio individual de 

ponderación de principios y valores que lleve a cabo cada persona servidora 

pública, previo a la toma de decisiones y acciones vinculadas con el desempeño 

de su empleo, cargo o comisión. 

 

X. Personas Servidoras Públicas: Aquellas que desempeñan un empleo, cargo o 

comisión en los entes públicos del ámbito municipal, conforme a lo dispuesto en 

el artículo 122 de la Constitución Política para el Estado de Guanajuato; 

 

XI. Riesgo ético: Situaciones en las que potencialmente pudieran transgredirse 

principios, valores o reglas de integridad y que deberán ser identificados a partir 

del diagnóstico que realicen, las dependencias, entidades, en términos de lo 

ordenado por el artículo 15 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para 

el Estado de Guanajuato; 



 

XII. Unidad: Unidad de Ética, Integridad Pública y Prevención de Conflictos de 

Intereses de la Administración Pública Municipal de Pénjamo, Guanajuato, y 

 

XIII. Valores: Cualidad o conjunto de cualidades por las que una persona servidora 

pública es apreciada o bien considerada en el servicio público. 

 

 

CAPÍTULO II 

PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES Y LEGALES QUE RIGEN EL SERVICIO 

PÚBLICO 

 

Artículo 5. Los principios rectores del servicio público son: 

I. Legalidad: Las personas servidoras públicas hacen sólo aquello que las normas 

expresamente les confieren y en todo momento someten su actuación a las 

facultades que las leyes, reglamentos y demás disposiciones jurídicas atribuyen 

a su empleo, cargo o comisión, por lo que conocen y cumplen las disposiciones 

que regulan el ejercicio de sus funciones, facultades y atribuciones; 

 

II. Honradez: Las personas servidoras públicas se conducen con rectitud sin 

utilizar su empleo, cargo o comisión para obtener o pretender obtener algún 

beneficio, provecho o ventaja personal o a favor de terceros, ni buscan o aceptan 

compensaciones, prestaciones, dádivas, obsequios o regalos de cualquier 

persona u organización, debido a que están conscientes que ello compromete 

sus funciones y que el ejercicio de cualquier cargo público implica un alto 

sentido de austeridad y vocación de servicio; 

 

III. Lealtad: Las personas servidoras públicas corresponden a la confianza que el 

Municipio les ha conferido; tienen una vocación absoluta de servicio a la 

sociedad, y satisfacen el interés superior de las necesidades colectivas por 

encima de intereses particulares, personales o ajenos al interés general y 

bienestar de la población; 

 

IV. Imparcialidad: Las personas servidoras públicas dan a la ciudadanía, y a la 

población en general, el mismo trato, sin conceder privilegios o preferencias a 

organizaciones o personas, ni permiten que influencias, intereses o prejuicios 



indebidos afecten su compromiso para tomar decisiones o ejercer sus funciones 

de manera objetiva; 

 

V. Eficiencia: Las personas servidoras públicas actúan en apego a los planes y 

programas previamente establecidos y optimizan el uso y la asignación de los 

recursos públicos en el desarrollo de sus actividades para lograr los objetivos 

propuestos; 

 

VI. Economía: Las personas servidoras públicas en el ejercicio del gasto público 

administrarán los bienes, recursos y servicios públicos con legalidad, austeridad 

y disciplina, satisfaciendo los objetivos y metas a los que estén destinados, 

siendo éstos de interés social; 

 

VII. Disciplina: Las personas servidoras públicas desempeñarán su empleo, cargo o 

comisión, de manera ordenada, metódica y perseverante, con el propósito de 

obtener los mejores resultados en el servicio o bienes ofrecidos; 

 

VIII. Profesionalismo: Las personas servidoras públicas deberán conocer, actuar y 

cumplir con las funciones, atribuciones y comisiones encomendadas de 

conformidad con las leyes, reglamentos y demás disposiciones jurídicas 

atribuibles a su empleo, cargo o comisión, observando en todo momento 

disciplina, integridad y respeto, tanto a las demás personas servidoras públicas 

como a las y los particulares con los que llegare a tratar; 

 

IX. Objetividad: Las personas servidoras públicas deberán preservar el interés 

superior de las necesidades colectivas por encima de intereses particulares, 

personales o ajenos al interés general, actuando de manera neutral e imparcial en 

la toma de decisiones, que a su vez deberán de ser informadas en estricto apego 

a la legalidad; 

 

X. Transparencia: Las personas servidoras públicas en el ejercicio de sus 

funciones privilegian el principio de máxima publicidad de la información 

pública, atendiendo con diligencia los requerimientos de acceso y 

proporcionando la documentación que generan, obtienen, 

adquieren, transforman o conservan; y en el ámbito de su competencia, difunden 

de manera proactiva información gubernamental, como un elemento que genera 

valor a la sociedad y promueve un gobierno abierto, protegiendo los datos 

personales que estén bajo su custodia; 

 



XI. Rendición de cuentas: Las personas servidoras públicas asumen plenamente 

ante la sociedad y sus autoridades la responsabilidad que deriva del ejercicio de 

su empleo, cargo o comisión, por lo que informan, explican y justifican sus 

decisiones y acciones, y se sujetan a un sistema de sanciones, así como a la 

evaluación y al escrutinio público de sus funciones por parte de la ciudadanía; 

 

XII. Competencia por mérito: Las personas servidoras públicas deberán ser 

seleccionados para sus puestos de acuerdo a su habilidad profesional, capacidad 

y experiencia, garantizando la igualdad de oportunidad, atrayendo a los mejores 

candidatos para ocupar los puestos mediante procedimientos transparentes, 

objetivos y equitativos; 

 

XIII. Eficacia: Las personas servidoras públicas actúan conforme a una cultura de 

servicio orientada al logro de resultados, procurando en todo momento un mejor 

desempeño de sus funciones a fin de alcanzar las metas institucionales según sus 

responsabilidades y mediante el uso responsable y claro de los recursos 

públicos, eliminando cualquier ostentación y discrecionalidad indebida 

en su aplicación; 

 

XIV. Integridad: Las personas servidoras públicas actúan siempre de manera 

congruente con los principios que se deben observar en el desempeño de un 

empleo, cargo, comisión o función, convencidas en el compromiso de ajustar su 

conducta para que impere en su desempeño una ética que responda al interés 

público y generen certeza plena de su conducta frente a todas las personas con 

las que se vinculen u observen su actuar; y 

 

XV. Equidad: Las personas servidoras públicas procurarán que toda persona acceda 

con justicia e igualdad al uso, disfrute y beneficio de los bienes, servicios, 

recursos y oportunidades. 

 

 

CAPITULO III 

VALORES FUNDAMENTALES 

 

Artículo 6.- Valores que las personas servidoras públicas debemos observar en el 

desempeño de nuestro empleo, cargo, comisión o función. 

I. Interés Público: Las personas servidoras públicas actuamos buscando en todo 

momento la máxima atención de las necesidades y demandas de la sociedad por 

encima de intereses y beneficios particulares, ajenos a la satisfacción colectiva. 

 



II. Respeto: Las personas servidoras públicas nos conducimos con austeridad y sin 

ostentación, y otorgamos un trato digno y cordial a las personas en general y a 

nuestros compañeros y compañeras de trabajo, superiores y subordinados, 

considerando sus derechos, de tal manera que propiciemos el diálogo cortés y la 

aplicación armónica de instrumentos que conduzcan al entendimiento, a través de la 

eficacia y el interés público. 

 

III. Respeto a los Derechos Humanos: Las personas servidoras públicas respetamos 

los derechos humanos, y en el ámbito de nuestras competencias y atribuciones, los 

garantizamos, promovemos y protegemos de conformidad con los Principios de: 

Universalidad que establece que los derechos humanos corresponden a toda persona 

por el simple hecho de serlo; de Interdependencia que implica que los derechos 

humanos se encuentran vinculados íntimamente entre sí; de Indivisibilidad que 

refiere que los derechos humanos conforman una totalidad de tal forma que son 

complementarios e inseparables, y de Progresividad que prevé que los derechos 

humanos están en constante evolución y bajo ninguna circunstancia se justifica un 

retroceso en su protección. 

 

IV. Igualdad y no discriminación: Las personas servidoras públicas prestamos 

nuestros servicios a todas las personas sin distinción, exclusión, restricción, o 

preferencia basada en el origen étnico o nacional, el color de piel, la cultura, el sexo, 

el género, la edad, las discapacidades, la condición social, económica, de salud o 

jurídica, la religión, la apariencia física, las características genéticas, la situación 

migratoria, el embarazo, la lengua, las opiniones, las preferencias sexuales, la 

identidad o filiación política, el estado civil, la situación familiar, las 

responsabilidades familiares, el idioma, los antecedentes penales o en cualquier otro 

motivo. 

 

V. Equidad de género: Las personas servidoras públicas, en el ámbito de nuestras 

competencias y atribuciones, garantizamos que tanto mujeres como hombres 

accedan con las mismas condiciones, posibilidades y oportunidades a los bienes y 

servicios públicos; a los programas y beneficios institucionales, y a los empleos, 

cargos y comisiones gubernamentales. 

 

VI. Entorno Cultural y Ecológico: Las personas servidoras públicas en el desarrollo 

de nuestras actividades evitamos la afectación del patrimonio cultural de cualquier 

nación y de los ecosistemas del planeta; asumimos una férrea voluntad de respeto, 

defensa y preservación de la cultura y del medio ambiente, y en el ejercicio de 

nuestras funciones y conforme a nuestras atribuciones, promovemos en la sociedad 

la protección y conservación de la cultura y el medio ambiente, al ser el principal 

legado para las generaciones futuras. 

 



VII. Cooperación: Las personas servidoras públicas colaboramos entre sí y propiciamos 

el trabajo en equipo para alcanzar los objetivos comunes previstos en los planes y 

programas gubernamentales, generando así una plena vocación de servicio público 

en beneficio de la colectividad y confianza de la ciudadanía en sus instituciones. 

 

VIII. Liderazgo: Las personas servidoras públicas somos guía, ejemplo y promotores del 

Código de Ética; fomentamos y aplicamos en el desempeño de nuestras funciones 

los principios que la Constitución y la ley nos imponen, así como aquellos valores 

adicionales que por su importancia son intrínsecos a la función pública. 

 

 

CAPÍTULO IV 

DE LAS REGLAS DE INTEGRIDAD 

Artículo 7.  De acuerdo a los lineamientos, las reglas de integridad que las personas 

servidoras públicas de la Administración Pública Municipal de Pénjamo, Guanajuato., 

deben seguir en el ejercicio de su función son las siguientes: 

 

I. Actuación Pública; Las personas servidoras públicas, conducirán su actuación 

conforme a los principios, valores, directrices y conductas de este Código y con 

una clara orientación al interés público. 

 

II. Información Pública; Las personas servidoras públicas, conducen su actuación 

conforme al principio de transparencia y resguarda la documentación e 

información gubernamental que tiene bajo su responsabilidad. 

 

III. Contrataciones Públicas, Licencias, Permisos, Autorización y Concesiones; 

Las personas servidoras públicas, que con motivo de su encargo o a través de 

subordinados, participan en contrataciones públicas o en el otorgamiento y prórroga de 

licencias, permisos, autorizaciones y concesiones, se conducen con transparencia, 

imparcialidad y legalidad; orientan sus decisiones a las necesidades e intereses de la 

sociedad, y garantizan las mejores condiciones para el Municipio. 

 

IV. Programas gubernamentales; Las personas servidoras públicas, que con 

motivo de su empleo, cargo, comisión o función o a través de subordinados, 

participan en el otorgamiento y operación de subsidios y apoyos de programas 

gubernamentales, garantizan que la entrega de estos beneficios se apegue a los 

principios de igualdad y no discriminación, legalidad, imparcialidad, 

transparencia y respeto. 

 



V. Trámites y servicios; Las personas servidoras públicas que participan en la 

prestación de trámites y otorgamiento de servicios, atiendan con efectividad a los 

usuarios que los solicitan, proporcionándoles un trato digno y respetuoso y estableciendo 

protocolos de atención; así como para que publiciten aquellos que se oferten, señalando 

con claridad los requisitos, costos y demás elementos informativos necesarios para su 

gestión. 

 

VI. Recursos Humanos; Las personas servidoras públicas, que participan en 

procedimientos de recursos humanos y de planeación de estructuras garantizan la 

objetividad y se apegan a los principios de igualdad y no discriminación, 

legalidad, imparcialidad, transparencia y rendición de cuentas. 

 

VII. Administración de bienes, muebles e inmuebles; Las personas servidoras 

públicas, que participan en procedimientos de control patrimonial garanticen que 

los bienes adquiridos se destinen a la atención de las necesidades para las que 

fueron comprados, asignado el resguardo de los mismos a los usuarios y dando 

destino una vez que su vida útil haya fenecido o la necesidad que motivó su 

adquisición sea superada. 

 

VIII. Procesos de evaluación; Las personas servidoras públicas, que participan en 

procesos de evaluación, se apeguen en todo momento a los principios de 

legalidad, imparcialidad y rendición de cuentas. 

 

IX. Control Interno; Las personas servidoras públicas, que participan en procesos 

en materia de control interno, generan, obtienen, utilizan y comunican 

información suficiente, oportuna, confiable y de calidad, apegándose a los 

principios de legalidad, imparcialidad y rendición de cuentas. 

 

X. Procedimiento administrativo; Las personas servidoras públicas, que 

participan en procedimientos administrativos tendrán una cultura de denuncia, 

respetan las formalidades esenciales del procedimiento y la garantía de audiencia 

conforme al principio de legalidad y apegándose en todo momento a lo que dicta 

la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de Guanajuato y 

demás disposiciones legales aplicables. 

 

XI. Desempeño permanente con integridad; Las personas servidoras públicas, 

conducirán su actuación con legalidad, imparcialidad, objetividad, transparencia, 

certeza, cooperación, ética e integridad. 

 

XII. Cooperación con la Integridad; Las personas servidoras públicas, cooperan con 

la dependencia o entidad en la que labora y con las instancias encargadas de 



velar por la observancia de los principios y valores intrínsecos a la función 

pública, en el fortalecimiento de la cultura ética y de servicio a la sociedad. 

 

XIII. Comportamiento digno; Las personas servidoras públicas, se conducen en 

forma digna sin proferir expresiones, adoptar comportamientos, usar lenguaje o 

realizar acciones de hostigamiento o acoso sexual, manteniendo para ello una 

actitud de respeto hacia las personas con las que tiene o guarda relación en la 

función pública. 

 

 

CAPÍTULO V 

DE LOS COMPROMISOS CON EL SERVICIO PÚBLICO 

 

ARTÍCULO 8. Es compromiso de las personas servidoras públicas, actuar atendiendo a 

los principios, valores y reglas de integridad contenidas en este Código, así como a las 

disposiciones legales aplicables a sus funciones, favoreciendo en todo momento, como 

criterio orientador, el bienestar de la sociedad. 

 

ARTÍCULO 9. Las personas servidoras públicas deberán brindar un trato igualitario a 

todos los individuos, evitando cualquier acción u omisión que menoscabe la dignidad 

humana, derechos, libertades o constituya alguna forma de discriminación. 

 

ARTÍCULO 10. Las personas servidoras públicas, en el ámbito de sus atribuciones y 

competencias, fomentarán la igualdad entre mujeres y hombres, y respetarán la identidad y 

orientación sexual, con el propósito de contribuir a la institucionalización de la perspectiva 

de género en el servicio público. 

 

ARTÍCULO 11. Las personas servidoras públicas emplearán lenguaje incluyente en 

todas sus comunicaciones institucionales con la finalidad de visibilizar a ambos sexos, 

eliminar el lenguaje discriminatorio basado en cualquier estereotipo de género, y fomentar 

una cultura igualitaria e incluyente. 

 

ARTÍCULO 12. Las personas servidoras públicas observarán un comportamiento 

digno, y evitarán realizar cualquier conducta que constituya una violación a los derechos 

humanos, con el objeto de generar ambientes laborales seguros que privilegien el respeto de 

las personas. 

 

ARTÍCULO 13. Las personas servidoras públicas deberán cumplir con las 

declaraciones patrimoniales, de intereses y fiscales, atendiendo en todo momento al 



principio de honradez, por lo que éstas deberán presentarse con completa veracidad y 

transparencia en su contenido, en los términos previstos en la normativa aplicable. 

 

ARTÍCULO 14. Existe conflicto de intereses cuando las personas servidoras públicas 

se encuentran impedidas de cumplir con el principio de imparcialidad, en el desempeño de 

su empleo cargo o comisión, en virtud de que sostienen intereses particulares que 

interfieren en la atención o resolución de un asunto. 

 

ARTÍCULO 15. Las personas servidoras públicas, al tener conocimiento de un asunto 

en el que su objetividad e imparcialidad puedan verse afectadas por la existencia de algún 

conflicto de interés o impedimento legal, deberán: 

      I.      Informar por escrito al jefe inmediato la existencia del conflicto de intereses o 

impedimento legal; 

      II.     Solicitar ser excusado de participar en cualquier forma, en la atención, tramitación 

o resolución del asunto, y 

      III.  Acatar las instrucciones formuladas por escrito por el jefe inmediato para la 

atención, tramitación o resolución imparcial y objetiva del asunto. 

  

ARTÍCULO 16. Las personas servidoras públicas, con motivo del ejercicio de su 

empleo, cargo o comisión, no deben aceptar, exigir u obtener cualquier obsequio, regalo o 

similar, sean en favor de sí mismas, su cónyuge, concubina, concubinario o conviviente, 

parientes consanguíneos, parientes civiles o para terceras personas con los que tenga 

relaciones personales, profesionales, laborales, de negocios, o para socios o sociedades de 

las que la persona servidora pública o las personas antes referidas formen parte. 

 

ARTÍCULO 17. En caso de que las personas servidoras públicas, con motivo de sus 

funciones, reciban un obsequio, regalo o similar, deberán informarlo inmediatamente al 

Órgano Interno de Control y procederán a ponerlo a disposición de la autoridad competente 

en materia de administración y enajenación de bienes, conforme a las disposiciones que 

para tal efecto se emitan. Lo anterior, en cumplimiento a lo previsto en el artículo 40 de la 

Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de Guanajuato. 

 

ARTÍCULO 18. Los reconocimientos de cualquier naturaleza que sean otorgados a las 

personas servidoras públicas por instituciones públicas y académicas, podrán aceptarse en 

tanto no impliquen compromiso alguno del ejercicio del empleo, cargo o comisión y no 

contravengan disposiciones jurídicas o administrativas aplicables. En caso de duda podrá 

consultarse a la Unidad. 

 

CAPÍTULO VI 

DE LOS MECANISMOS DE CAPACITACIÓN Y DIFUSIÓN 



 

ARTÍCULO 19. Para la divulgación, conocimiento y apropiación del Código de ética, 

el Código de Conducta y las políticas de integridad las dependencias y entidades, deberán 

establecer, en conjunto con los Comités o análogos, un programa anual para la divulgación 

de dichos instrumentos y la capacitación que refuerce la prevención y sensibilización para 

evitar la materialización de riesgos éticos y, en su caso, refuerce la formación del juicio 

ético necesario para su prevención. 

Los mecanismos de capacitación a que se refiere el párrafo anterior, se impartirán de 

manera presencial y podrán consistir en cursos, talleres, conferencias, seminarios o 

cualquier otra dinámica que facilite el conocimiento y sensibilización en los principios, 

valores y de integridad que rigen el ejercicio del servicio público. 

  

ARTÍCULO 20. Para la promoción de la ética en el servicio público, como una tarea y 

un compromiso asumidos personal y colectivamente, las dependencias y 

entidades, contarán con Comités de Ética o figuras análogas que promoverán la 

transversalización de las políticas de integridad pública a través de la sensibilización, la 

divulgación y la capacitación, así como la promoción de un liderazgo ético que reconozca a 

todas las personas como factores centrales en la consolidación de la nueva ética pública. Se 

reconocerá de manera particular a aquellas personas que, en su desempeño, motiven a 

sus compañeros y compañeras en la práctica de los valores del servicio público. 

 

 

CAPÍTULO VII 

DE LOS CASOS DE VULNERACIONES AL CÓDIGO DE ÉTICA 

 

ARTÍCULO 21. Cualquier persona servidora pública o particular podrá hacer del 

conocimiento de dos instancias, los incumplimientos al Código de Ética: 

 

  I.     El Comité, en su carácter de instancia preventiva podrá emitir recomendaciones 

encaminadas a mejorar el clima organizacional y a evitar la reiteración de la o las conductas 

contrarias al contenido de este Código, y, 

  II.    El Órgano Interno de Control en las dependencias y entidades, serán quienes 

determinarán si se actualiza una falta administrativa, sin perjuicio de las acciones que en 

derecho correspondan conforme a las leyes aplicables. 

 

 

CAPÍTULO VIII 

DEL CUMPLIMIENTO 

 



ARTÍCULO 22. El Órgano Interno de Control de las dependencias y entidades, en el 

ámbito de sus atribuciones, darán cumplimiento, y vigilarán la observancia de lo previsto 

en este Código de Ética. 

 

 

CAPÍTULO VIII 

DE LA CONSULTA E INTERPRETACIÓN 

 

ARTÍCULO 23. Cualquier persona podrá consultar personalmente o por escrito a los 

Comités sobre situaciones que confronten la aplicación de los principios y valores que éstos 

conllevan. 

 

ARTÍCULO 24. La Contraloría Municipal, interpretará para efectos administrativos el 

presente Código, y resolverá los casos no previstos en el mismo. 

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO. El presente Código de Ética entrará en vigor al día siguiente al de su 

publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Guanajuato. 

 

SEGUNDO. Los procedimientos administrativos iniciados con anterioridad a la entrada 

en vigor del presente Código, se sujetarán a las disposiciones vigentes al momento de 

haberse iniciado el procedimiento respectivo. 

 

     TERCERO. Todas las demás disposiciones que no se encuentren contempladas en el 

presente ordenamiento, se atenderán conforme a lo dispuesto en todas las demás leyes y 

reglamentos vigentes, aplicables en la materia. 

 

      CUARTO. Para la aplicación del presente Código de Ética, la Contraloría Municipal de 

Pénjamo, Guanajuato; deberá emitir el Código de Conducta a que se refieren los 

Lineamientos para la Emisión del Código de Ética que dio a conocer y publicó el Comité 

Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción, que regirá en las dependencias, 

entidades y empresas que conforman la administración pública centralizada y 

paramunicipal del municipio de Pénjamo, Guanajuato; en un plazo no mayor a 90 días 

naturales siguientes a la fecha en que se publique el presente ordenamiento. 

 



Dado en el Palacio Municipal de Pénjamo, Estado de Guanajuato a los 12 días del mes julio 

del año 2019. 

 

 

                                                                                           

_______________________                                                     _____________________ 

Dr. Juan José García López                                                       Lic. J. Trinidad Medina Raya 

   Presidente Municipal                                                          Secretario del H. Ayuntamiento

      

 

                                                ________________________ 

Lic. Ana Adela Pérez Cabrera 

      Contralora Municipal 

 

 


